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OPINIÓN N.° 003-2009/DOP

Entidad: 
Barriga Dall’Orto S.A. - BADALLSA 

Asunto:
Consultoría de obra
Referencia:


 Carta N.º 411/MMVIII
1. ANTECEDENTES

Mediante el documento de la referencia, el representante legal de la empresa Barriga Dall’Orto S.A. – BADALLSA, en lo sucesivo la Empresa, solicita se precisen las definiciones referidas al “consultor” y “consultor de obra” consignadas en el Anexo de Definiciones del Reglamento de la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado, aprobado mediante Decreto Supremo N.º 084-2004-PCM (en adelante el Reglamento).
2. 
CONSULTA Y ANÁLISIS

La Entidad formuló literalmente la siguiente consulta:

“La presente consulta versa sobre como interpretar la normativa y solicitamos precisiones respecto a disposiciones poco claras, referente al Anexo I, Anexo de Definiciones del Reglamento de la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado, contenidas en los numerales 11 y 12 que definen al CONSULTOR (en general) y al CONSULTOR DE OBRAS, y en específico, en cual de estas categorías corresponde ubicar la prestación de servicios de asesoría a la Entidad comitente (convocante) en supervisión de estudios de preinversión y definitivos, de asesoramiento en la supervisión de obras, preparación de Bases de Licitación, proceso de licitación y contratación, así como asesoría al comitente durante la ejecución de obras y de liquidaciones de estudios, supervisiones y obras ejecutadas”.
Sobre el particular, cabe mencionar lo siguiente:
2.1.
Los servicios en el campo de las normas sobre contrataciones y adquisiciones del Estado, revisten ciertos matices que acarrean un tratamiento diferenciado en su regulación, dependiendo de la complejidad de las prestaciones a realizarse o teniendo en cuenta determinadas calificaciones y especialidades que deben reunir las personas que los prestan.


Así, dentro de la categoría genérica de servicios, el Reglamento distingue lo que debe entenderse por servicios en general y servicios de consultoría, en función a la especialidad requerida para su prestación. 

De acuerdo con lo establecido en el numeral 52º del Anexo de Definiciones del Reglamento se entiende por “servicio en general” a la actividad o labor que realiza una persona natural o jurídica para atender una necesidad de la Entidad, pudiendo estar sujeta a resultados para considerar terminadas sus prestaciones.


Dentro de la categoría genérica de servicios, la normativa prevé a las consultorías como una especie de servicios cuyas características de especialidad y profesionalidad determina su tratamiento diferenciado.


Al respecto, según lo establecido en el numeral 11 del Anexo de Definiciones del Reglamento, se entiende por consultor a la persona natural o jurídica que presta servicios profesionales altamente calificados en la elaboración de estudios y proyectos; en la inspección de fábrica, peritajes de equipos, bienes y maquinarias; en investigaciones, auditorías, asesorías, estudios de prefactibilidad y de factibilidad técnica, económica y financiera, estudios básicos, preliminares y definitivos, asesoramiento en la ejecución de proyectos distintos de obras y en la elaboración de términos de referencia, especificaciones técnicas y Bases de distintos procesos de selección, entre otros.
2.2
Ahora bien, la normativa a su vez establece un tratamiento diferenciado para la consultoría de obras.


Conforme con lo establecido en el numeral 12 del Anexo de Definiciones del Reglamento, se entiende por consultor de obras a la persona natural o jurídica que presta servicios profesionales altamente calificados consistentes en la elaboración del expediente técnico de obras, así como en la supervisión de obras.

Según puede apreciarse, por mandato expreso de la normativa, para efectos del desarrollo de los procesos de selección, sólo podrían considerarse como consultorías de obra, aquellas que consistan en la elaboración de un expediente técnico o supervisión de una obra.

En ese sentido, todas las demás prestaciones especializadas y profesionales que puede realizar un proveedor, aun cuando estén directa o indirectamente relacionadas a la ejecución de una obra, no podrían considerarse como consultoría de obra, sin perjuicio que, puedan ser consideradas como “consultorías”, dependiendo de los alcances y naturaleza del requerimiento específico de la Entidad. 

2.3
Hechas estas precisiones, bajo el régimen legal vigente, no constituiría una consultoría de obra, entre otras, la supervisión de estudios de preinversión y/o definitivos, el asesoramiento a un supervisor de obras, la preparación de Bases de Licitación, servicios de asesoría al ejecutor de una obra, o asesoría en liquidaciones de estudios, supervisiones y obras ejecutadas. 

3. CONCLUSIONES
3.1
Por mandato expreso de la normativa, para efectos del desarrollo de los procesos de selección, sólo podrían considerarse como consultorías de obra, aquellas que consistan en la elaboración de un expediente técnico o supervisión de una obra.

3.2
No constituiría una consultoría de obra, entre otras, la supervisión de estudios de preinversión y/o definitivos, el asesoramiento a un supervisor de obras, la preparación de Bases de Licitación, servicios de asesoría al ejecutor de una obra, o asesoría en liquidaciones de estudios, supervisiones y obras ejecutadas, sin perjuicio que, puedan ser consideradas como “consultorías”, dependiendo de los alcances y naturaleza del requerimiento específico de la Entidad. 

Jesús María, 29 de enero de 2009
VVS/JVF
� Las consultas que absuelve este Consejo Superior son aquellas referidas al sentido y alcance de la normativa sobre contratación pública, sin hacer alusión a asuntos concretos o específicos, por lo que sus conclusiones no estarán vinculadas necesariamente a situación particular alguna, de conformidad con lo dispuesto por el inciso h) del artículo 59° del Texto Único Ordenado de la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado, aprobado mediante Decreto Supremo N.º 083-2004-PCM (en lo sucesivo la Ley), la Segunda Disposición Final de su Reglamento, y el procedimiento 26 del Texto Único de Procedimientos Administrativos del CONSUCODE, aprobado por Decreto Supremo N.º 043-2006-EF y modificado mediante Resolución Ministerial Nº 727-2007-EF/10.








